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DERECHO DE PETICIÓN / INEXISTENCIA DE LA VULNERACIÓN ARGÜIDA. No podía entonces exigírsele a la Dirección de Recursos Humanos de la Gobernación del Departamento de Risaralda, que le entregara al apoderado del actor una información que no poseía, y la razón se finca en el hecho de que el accionante no tuvo vínculo laboral alguno con el Departamento de Risaralda, como así lo certificó el Jefe de la Oficina de Archivo de esa dependencia. Y ello guarda coherencia con la información que se suministró por el apoderado en el momento de impugnar la decisión, al observarse que el actor laboró en la Asamblea Departamental; en consecuencia de bebía ser a ésta a la cual debió elevarse la petición pertinente con el soporte respectivo -copia del carné que lo acredita como Diputado por el período constitucional 1995 a 1997- para que fuera allí donde se le expidieran los formatos para pensión exigidos, lo que al parecer no ha realizado. Para la Sala entonces, ninguna vulneración a derechos fundamentales se incurrió por parte de la Gobernación de Risaralda, por cuanto la petición que radicó en la Dirección de Recursos Humanos el apoderado del señor GABRIEL MORALES VALENCIA fue dirigida de manera errada, y aunque podría pensarse que debieron remitir la misma a la dependencia donde trabajó, no se aportó información adicional al respecto en la referida petición, por lo que debían contestarle su requerimiento con el único dato con el cual se contaba, esto es, que al actor no le figuraba vínculo laboral con dicha entidad territorial. 
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1.- vistos

Corresponde a la Sala pronunciarse acerca de la impugnación interpuesta por el apoderado del señor GABRIEL MORALES VALENCIA, frente al fallo que profirió el Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción de tutela instaurada por contra la Gobernación de Risaralda.      

2.- DEMANDA 

Informa el apoderado del señor MORALES VALENCIA que en abril 18 de 2017 presentó derecho de petición a la Gobernación de Risaralda para la expedición de los certificados de vinculación en los formatos 1, 2 y 3, y la certificación del tipo de vinculación del trabajador, ante lo cual la entidad mediante oficio de marzo 3 de 2017 le contestó de manera parcial al señalar que no reposaban documentos del actor en sus archivos, lo que no se compadece con lo indicado en la resolución de COLPENSIONES donde se indica que laboró con el Departamento de Risaralda.  
Estima que ha pasado el término establecido para que la entidad dé respuesta completa a lo pedido con lo cual se vulnera el derecho de petición, así como a la igualdad y a la seguridad social, y pide su protección.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Admitida la tutela, se corrió traslado de la misma al Departamento de Risaralda, cuya apoderada informó que mediante oficio de mayo 3 de 2017 se le comunicó al actor que allí no reposa registro alguno que permita expedir los certificados exigidos y por ende no se le ha vulnerado su derecho de petición, toda vez que la entidad, casi de manera inmediata, dio trámite a su requerimiento y el hecho de que la respuesta no haya sido positiva, no significa que se hubiere quebrantado tal garantía.

3.2.- Culminado el término constitucional, el juez de primera instancia mediante fallo de julio 18 de 2017 negó el amparo reclamado, al considerar que no ha existido quebrantamiento del derecho de petición, toda vez que lo respondido por la accionada tiene soporte documental del jefe del Área de Archivo, según el cual no aparece registro a nombre del accionante en los inventarios de historias laborales. Estima que la respuesta es congruente, completa, suficiente y resuelve de  fondo lo pedido, y aunque obra malestar ante esa negativa, sí se cumplió con lo reclamado ya que a nadie se puede obligar a lo imposible.

4.- IMPUGNACIÓN

El apoderado del actor solicitó la revocatoria del fallo adoptado y pidió el amparo del derecho de petición, por cuanto en la resolución que concedió la pensión a GABRIEL MORALES VALENCIA, claramente se tuvieron en cuenta las semanas que cotizó para la Gobernación y si no existe soporte alguno, se pregunta, por qué razón COLPENSIONES tuvo en cuenta dichas semanas para liquidar la pensión?.  

Allega copia del carné de su defendido cuando fungió como Diputado del Departamento de Risaralda, por lo cual no entiende la postura de la accionada.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó la tutela impetrada. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia

La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este asunto se aprecia que el señor GABRIEL MORALES por intermedio de su apoderado concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos fundamentales que considera quebrantados por parte de la Gobernación de Risaralda, a quien elevó petición para que le expidiera certificación del tiempo trabajado, según información que tuvo en cuenta COLPENSIONES para otorgarle su pensión de vejez, pero no obstante se le comunicó que no se halló dato alguno sobre su historia laboral, lo que no comparte, por cuanto se desempeñó como Diputado de la Asamblea Departamental, como se informó al momento de impugnar.
La Corte Constitucional
 ha predicado que cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva con relación al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado al ser respondido. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. 
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa, con relación al plazo para contestar peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En este asunto, el señor GABRIEL MORALES concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra su derecho fundamental de petición como quiera que por parte de la Gobernación de Risaralda no se le dio información completa, en atención a lo pedido por escrito de abril 18 de 2017.

En efecto, del estudio de la documentación aportada al dossier, se aprecia  que la respuesta que le fue entregada por parte del Director de Recursos Humanos de la Gobernación al apoderado del actor en mayo 3 de 2017, tuvo como sustento la certificación expedida por el  Jefe de Archivo de esa misma dependencia en la cual se indica que: “revisados los inventarios de Historias Laborales no se encontró registro de: MORALES VALENCIA GABRIEL […]”.

Tal circunstancia, en sentir del togado recurrente, no se compadece con lo consignado en la resolución por medio de la cual COLPENSIONES le concedió la pensión de vejez a su prohijado, donde tuvo en cuenta los períodos que allí aparecen trabajados para la entidad territorial -19960601 a 19960630, 19960701 a 19960731, y 19960801 a 19960803, para un total de 63 días
-, vínculo laboral que soportó en sede de impugnación con copia del carné que acreditaba al señor GABRIEL MORALES VALENCIA como Diputado de la Asamblea del Departamento de Risaralda por el período constitucional comprendido entre los años 1995 y 1997. 
De lo antes referido nada se comunicó al a quo, y ello, en sentir de la Corporación tenía  amplia relevancia en la situación fáctica en relación con el funcionario encargado de dar respuesta a la petición elevada por el actor, por cuanto de conformidad con la averiguación que al respecto se realizó por esta misma Sala
, el obligado en atender el requerimiento efectuado por el señor MORALES VALENCIA, no era la Gobernación de Risaralda sino directamente la Asamblea Departamental, para la que al parecer laboró el antes mencionado como Diputado.

No podía entonces exigírsele a la Dirección de Recursos Humanos de la Gobernación del Departamento de Risaralda, que le entregara al apoderado del actor una información que no poseía, y la razón se finca en el hecho de que el accionante no tuvo vínculo laboral alguno con el Departamento de Risaralda, como así lo certificó el Jefe de la Oficina de Archivo de esa dependencia. Y ello guarda coherencia con la información que se suministró por el apoderado en el momento de impugnar la decisión, al observarse que el actor laboró en la Asamblea Departamental; en consecuencia de bebía ser a ésta a la cual debió elevarse la petición pertinente con el soporte respectivo -copia del carné que lo acredita como Diputado por el período constitucional 1995 a 1997- para que fuera allí donde se le expidieran los formatos para pensión exigidos, lo que al parecer no ha realizado.

Para la Sala entonces, ninguna vulneración a derechos fundamentales se incurrió por parte de la Gobernación de Risaralda, por cuanto la petición que radicó en la Dirección de Recursos Humanos el apoderado del señor GABRIEL MORALES VALENCIA fue dirigida de manera errada, y aunque podría pensarse que debieron remitir la misma a la dependencia donde trabajó, no se aportó información adicional al respecto en la referida petición, por lo que debían contestarle su requerimiento con el único dato con el cual se contaba, esto es, que al actor no le figuraba vínculo laboral con dicha entidad territorial. 
En conclusión, como quiera que por parte de la Gobernación de Risaralda no se vulneró el derecho de petición del señor GABRIEL MORALES VALENCIA, se confirmará el fallo dictado por encontrarse ajustado a derecho.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala 

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-149/13.


� Ver folio 13.


� Ver folio 3 cdno. segunda instancia.
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